
Santiago, trece de mayo de dos mil veinte.-

VISTO:

En estos autos, Rol C-21305-2014 del D cimo Sexto Juzgado Civil deé  

Santiago caratulado Guzm n Lyon, Roberto Gustavo con Superintendencia“ á  

de Valores y Seguros S.A.  por sentencia de once de diciembre de dos mil”  

diecisiete, escrita a fojas 870 y siguientes, se acogi  parcialmente el reclamoó  

deducido  por  el  reclamante  contra  la  Resoluci n  Exenta  N  223  de  laó °  

Superintendencia de Valores y Seguros, en adelante SVS,  de fecha 02 de 

septiembre de 2014, en aquella parte que le impuso una multa a beneficio 

fiscal  de  550.000  UF,  la  que  rebaj  a  75.000  UF,   pagadera  en  suó  

equivalente en pesos a la fecha efectiva de su pago, por las infracciones a lo 

dispuesto en el art culo 52 inciso 1  y en el art culo 53 inciso 2  de la Leyí ° í °  

18.045, rechazando el reclamo en todo lo dem s soportando cada parte susá  

propias costas. 

En contra de esta decisi n, a fojas 932 y siguientes, el Consejo deó  

Defensa del Estado, en adelante CDE, actuando por la SVS, dedujo recursos 

de casaci n en la forma y de apelaci n en contra de la sentencia  y a fojasó ó  

1.019 el reclamante hizo otro tanto.  

Asimismo, en esta instancia, el reclamante acompa  los antecedentesñó  

que se indicar n. á

Por resoluci n   de esta Corte de fecha dos de febrero de dos miló  

dieciocho que rola a fojas 1.110 se trajeron los autos en relaci n.ó

CONSIDERANDO:

I.-  EN  CUANTO  A  LOS  DOCUMENTOS 

ACOMPA ADOS  POR  LA  RECLAMANTE  EN  ESTAÑ  

INSTANCIA.   

       El reclamante, con su presentaci n de fojas 1.313 acompa  en estaó ñó  

instancia, con citaci n, los documentos que se indican: ó

a) Veredicto de fecha 20 de diciembre de 2019 dictado en el juicio 

penal RUC 1400657277-5  RIT 600-2017 seguido ante el Cuarto Tribunal 

de Juicio Oral En Lo Penal de Santiago, en que se absuelve de los cargos 

imputados a don Aldo Motta Camp tambi n sancionado por la Resoluci né ó  

N 223 de fecha 02 de septiembre de 2014 contra la que tambi n se recurre° é  

por el se or Guzm n Lyon  yñ á
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b) Informe en Derecho del profesor Eduardo Cordero Quinzacara de 

fecha 12 de enero de 2018 denominado Los  efectos  de la  sentencia de“  

Inaplicabilidad en los procesos contenciosos administrativos .”

         El CDE, en su presentaci n de fojas 1.317 y siguientes, formuló ó 

observaciones al Informe citado en la letra b) sosteniendo, en s ntesis, que seí  

trata  de  un  documento  emanado  de  un  tercero  respecto  del  cual  la 

reclamada no ha intervenido en su creaci n, sin perjuicio de que lo que enó  

l se indica, no ha sido ratificado por su autor durante el procedimiento,é  

rest ndole por esas circunstancias todo valor probatorio.á

         En cuanto dice relaci n con los documentos acompa ados, es dableó ñ  

se alar que sin perjuicio de lo planteado por el CDE respecto del Informe enñ  

Derecho,  el  documento  precisado  en  la  letra  a)  guarda  relaci n  con  unó  

procedimiento  penal  seguido  contra  un  tercero  por  lo  que  resulta 

impertinente analizar lo sostenido en l por los intervinientes y la conclusi né ó  

del Tribunal ante el cual se sigui  el proceso.ó

          En el caso sublite, lo que est  impugnado por el reclamante es laá  

existencia de ilegalidad y/o arbitrariedad en la dictaci n de la Resoluci nó ó  

Exenta cuestionada y especialmente en cuanto dice relaci n al quantum deó  

la multa impuesta y en consecuencia, en la instancia administrativa, ante el 

organismo fiscalizador,  si hubiere sido el caso, en su  oportunidad, en el 

procedimiento ante el sustanciado, debi  rendirse la prueba que ahora seó  

acompa a de forma tal que se prescindir  de ambos documentos al tiempoñ á  

de resolver.              

II. -  EN  CUANTO  A  LOS  RECURSOS  DE  CASACI NÓ  

EN LA FORMA.

II a)  CASACI N EN LA FORMA DE LA RECLAMADA.Ó  

PRIMERO.-  Que como causal de casaci n en la forma, el CDE aó  

deduce la del art culo 768 N  4 del C digo de Procedimiento Civil, esto es,í ° ó  

haber sido dada la sentencia ultrapetita, consistente en otorgar m s de loá  

pedido por las partes o extendi ndola a puntos no sometidos a la decisi n delé ó  

Tribunal  y  sin  que  se  trate  de  alg n  caso  en  que  la  ley  faculta  alú  

sentenciador para actuar de oficio. 

Refiere que  el reclamante, bas  el reclamo presentado al tenor deló  

art culo 30 del D.L. N  3.538 de 1980  en las doce materias que precisa, siní °  
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haber cuestionado como ilegal o arbitraria la aplicaci n que hizo la SVS deló  

inciso primero del art culo 29 del citado D.L. sino que solo aleg  una rebajaí ó  

sustancial de la multa, porque , a su juicio, esta norma no se aplica cuando 

existe m s de una operaci n y en subsidio, su rebaja  en raz n de la correctaá ó ó  

aplicaci n que debe darse al art culo 28 del D.L. ó í

Sostiene el CDE que el hecho de haberse cursado la sanci n de multaó  

a partir de la norma del inciso primero del art culo 29 del D.L. 3.538 deí  

1980, la supuesta ilegalidad e inconstitucional de dicha norma acogida en la 

sentencia  del  Tribunal  Constitucional  acompa ada  ante  el  a  quo,  noñ  

constituy  un  asunto  controvertido  por  las  partes  y  por  ende,  no  seó  

encontraba sometido a su competencia. 

Agrega que el reclamo se conoce y tramita como juicio sumario ante 

un juez civil y por consiguiente, no pod an conocerse y fallarse materias queí  

las  partes  no hubieren sometido a juicio,  so pena de incurrir  en ultra o 

extrapetita.

El a quo, estaba obligado a resolver el reclamo conforme lo pedido por 

las partes, est ndole vedado incluir alegaciones que no fueron planteadas ená  

la etapa de discusi n -demanda y contestaci n- y en tal sentido el art culoó ó í  

160 del C digo de Procedimiento Civil, es categ rico cuando dispone que laó ó  

sentencias  no podr n extenderse a puntos que no hayan sido expresamente“ á  

sometidos a juicio por las partes” y sobre el particular alude a lo que ha 

se alado la doctrina en orden a que ñ  En nuestro derecho, solo configuran“  

el objeto del proceso sobre el cual debe  recaer el pronunciamiento de la  

sentencia  las  pretensiones  formuladas  por  el  actor  y  las  excepciones  

formuladas  por  el  demandado  ” transcribiendo lo  resuelto  por  la  Excma. 

Corte Suprema en la sentencias que cita de los Roles N  4819 -2010 y 8094-°

2015.

El reclamante  no aleg  ante  el a quo cuesti n alguna con respecto aó ó  

la  aplicaci n  del  inciso  primero  del  art culo  29  del  D.L.  3.538  en  laó í  

Resoluci n de la SVS, como hubiera sido controvertir la aplicaci n de estaó ó  

norma por carecer de criterios de proporcionalidad y por ende, su aplicaci nó  

no fue sometida a la decisi n del Tribunal.    ó         

Agrega, que la nica posibilidad que ten a el a quo para acoger laú í  

alegaci n del reclamante de rebajar la multa, era en base a los par metrosó á  
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definidos en los art culos 27 o 28 del D.L. 3.538 de 1980,  en el evento deí  

probarse alguna de las alegaciones en virtud de las cuales hizo esta solicitud.

Por  medio  de  un  requerimiento  de  inaplicabilidad,  el  reclamante 

introdujo |en el presente reclamo, de manera artificiosa, la discusi n acercaó  

de la cuant a de la multa lo que no se plante , en su oportunidad,  en elí ó  

cuerpo de su arbitrio ni en el  petitorio. 

En consecuencia, al dictar sentencia definitiva, no le correspond a al aí  

quo resolver sobre la aplicaci n del inciso 1  del art culo 29 del D.L. 3.538ó ° í  

y al hacerlo incurri  en el vicio que se denuncia y por ello, la sentencia esó  

nula por cuanto acoge parcialmente el reclamo en base a una cuesti n noó  

discutida en el juicio otorgando m s de lo pedido configur ndose el vicio deá á  

ultrapetita al incurrir la sentencia en un vicio que influye sustancialmente en 

lo dispositivo del fallo s lo reparable con la invalidaci n del fallo.ó ó

SEGUNDO.-  Que, conforme lo que se se alar  en lo conclusivo, señ á  

desestimar   la causal en que se funda la SVS para pedir la invalidaci n de laá ó  

sentencia, por cuanto los reproches que hace presente para esta pretensi n sonó  

similares a aquellos en que  apoya su recurso de apelaci n, en t rminos que noó é  

ha sufrido un da o nicamente reparable a trav s de la invalidaci n de lañ ú é ó  

sentencia por v a de la casaci n, lo que autoriza el art culo 768 inciso 2  delí ó í °  

C digo de Procedimiento Civil.ó

II  b).-EN CUANTO AL RECURSO DE CASACION DEL  

RECLAMANTE .-

TERCERO.-   El reclamante, deduce contra la sentencia recurso de 

casaci n en la forma que funda en los numerales 5  y 7  del art culo 768 deló ° ° í  

C digo de Procedimiento Civil, esto es, ó por omisi n de las consideraciones de“ ó  

hecho y de derecho que deben servir de fundamento al fallo” y por contener“  

razonamientos y decisiones abiertamente contradictorias .”

En  cuanto  dice  relaci n  con  la  primera  causal  de  invalidaci n,  eló ó  

reclamante reprocha la falta de an lisis de la sentencia, sosteniendo que el aá  

quo evit  efectuar un profundo an lisis del caso y revisar la numerosa pruebaó á  

allegada al proceso, entre ella, relevantes Informes Econ micos y en Derecho,ó  

limit ndose la Jueza a reproducir las consideraciones de hecho se aladas por laá ñ  

Autoridad  Administrativa,  copi ndolas  y  peg ndolas,  sin  hacer  un  examená á  
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propio e imparcial de las alegaciones de la reclamante y mucho menos de la 

abundante prueba rendida.

Agrega, que en el juicio,  la SVS se limit  a acompa ar como prueba eló ñ  

expediente  contencioso administrativo tramitado ante  ella,  sin  proporcionar 

otra prueba  y  no se realiz  el an lisis de legalidad material que jur dicamenteó á í  

proced a ni una ponderaci n de la misma.í ó

Reprocha que el reclamante, acredit  la inexistencia del denominadoó  

esquema   imputado por la SVS; que l carec a de capacidad para alterar el“ ” é í  

precio de mercado; que todas las operaciones cuestionadas fueron efectuadas a 

precio  de  mercado  y  mediante  procedimientos  legalmente  v lidos;  que  noá  

obtuvo beneficios indebidos; que no  perjudic  a terceros y que no transgredió ó 

norma alguna, pero nada de ello fue analizado en el fallo impugnado. 

Adem s,   la  sentencia  nada  dice  respecto  a  peritajes  y  documentosá  

presentados  por  la  defensa y se  basa  s lo  en presunciones que no fueronó  

construidas  ni  desarrolladas  y  m s  bien,  se  trata  de  percepciones  oá “ ”  

sensaciones   de  la  sentenciadora  frente  a  la  reconocidamente  medi tica“ ” á  

imputaci n sin correlato f ctico ni jur dico del denominado  Caso Cascadas .ó á í “ ”  

Agrega, que si de conformidad con el art culo 30 del D.L. 3538, elí  

afectado por la aplicaci n de una multa de la SVS puede reclamar, el Juezó  

debe hacerse cargo del  fondo del  asunto, lo que en este caso no ocurri ,ó  

omitiendo  derechamente  la  sentencia  el  est ndar  de  razonabilidad  y  deá  

legalidad.

Por otra parte, el fallo no se refiere a la falta de tipicidad de la conducta 

como la sanci n ileg timamente impuesta por cuanto la figura del esquemaó í “ ” 

para configurar la sanci n no se encuentra tipificada en nuestro Derecho y seó  

incurre en una construcci n ficticia de un tipo sancionatorio inexistente aló  

tiempo de multarse al reclamante.

La sentencia, incurre en contradicciones en sus razonamientos 

y conclusiones, lo que se constata cuando contrariamente a lo resuelto por el 

Tribunal  Constitucional  en  el  Recurso de Inaplicabilidad  planteado por el 

reclamante , esto es, que la aplicaci n de la Resoluci n N  223 de la SVSó ó °  

atent  contra  un  justo,  racional  y  debido  proceso  administrativo,  laó  

sentenciadora sostiene lo contrario,  esto es, que existi  un justo y racionaló  

procedimiento.
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          Asimismo, el recurrente reprocha que la sentencia sanciona conductas 

individualmente consideradas, que no son sancionables pero la interrelaci n deó  

las operaciones realizadas, constituyeron un complejo transaccional  por lo“ ”  

que malamente puede hablarse de reiteraci n en lo actuado.ó

          Ahonda sobre haber incurrido el a quo en error cuando considera la 

existencia de un esquema  en el que intervino el reclamante, tipo infraccional“ ”  

inexistente en nuestro Derecho, siendo por lo tanto, equivocado considerar que 

sus  operaciones   tuvieran  capacidad  para  alterar  el  precio  de  los  valores 

transados burs tilmente.    á

          Las restantes apreciaciones del reclamante en apoyo de esta primera 

causal de nulidad, en los t rminos en que se plantean, no parecen destinadas aé  

dar por acreditado el  vicio. En efecto,  una detenida lectura de las  dem sá  

alegaciones  en  que  se  sustenta  la  causal,  m s  bien   demuestran  laá  

disconformidad del reclamante con lo que finalmente viene resuelto y de esta 

forma, lo que estima el reclamante como falta de consideraciones, m s bien  vaá  

dirigido  a desestimar el an lisis efectuado por la sentenciadora.  á

         En relaci n con la segunda causal de invalidaci n  de la sentencia, estoó ó  

es,  la  del  N  7 del  art culo  768 del  C digo de Procedimiento Civil,  por° í ó  

contener decisiones contradictorias, el reclamante reitera que ello se presenta 

en  aquello  antes  se alado  en  cuanto  a  la  apreciaci n  del  Tribunalñ ó  

Constitucional respecto de la dictaci n de la Resoluci n de multa y lo se aladoó ó ñ  

por  la  sentenciadora  al  reconocer  la  existencia  de  un  debido  proceso, 

existiendo disparidad en la apreciaci n de los juzgadores. ó

        Adem s,  el  reclamante  estima  que  hay  contradicci n  en  lasá ó  

consideraciones de la sentenciadora sobre una supuesta infracci n nica que seó ú  

sanciona  como  una  reiteraci n  de  infracciones  las  que  constituir an  un“ ó ” í  

complejo transaccional , es decir, lo que se ha denominado esquema .“ ” “ ”

CUARTO.-  Que del examen de la extensa sentencia impugnada, se 

desprende  que sta cumple con la exigencia de lo dispuesto en el art culoé í  

170 del C digo de Procedimiento Civil y no existe el vicio que se pretende,ó  

esto es,  ausencia  de consideraciones de hecho y derecho y m s bien loá  

planteado por el reclamante trasunta que no comparte lo razonado sobre 

aquello que la Jueza se ala  en  relaci n con la infracci n investigada  y lañ ó ó  
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sanci n aplicada y con las argumentaciones  en base a las cuales, finalmente,ó  

resolvi  la cuesti n controvertida .ó ó

Ahora bien,   para  que pueda prosperar  un recurso fundado en la 

segunda causal de invalidaci n deducida, es necesario que aquello  que seó  

impugna se desprenda de lo resolutivo,  lo que en el presente  caso no ocurre 

porque no se advierten decisiones contradictorias en esta parte de la sentencia 

y el Tribunal a quo, rechaz  el reclamo teniendo presente lo expuesto por lasó  

partes y la prueba rendida, sin que en esta decisi n haya incurrido en lo que seó  

reprocha.

No  resulta  plausible  sostener  que  el  fallo  debe  invalidarse  por  ser 

contradictorias consideraciones de la sentencia del Tribunal Constitucional con 

aquellas consideraciones  en que el a quo fundamenta la sentencia que se 

impugna que importar a una a su respecto una capitis diminucio en su actuarí  

jurisdiccional.  

Sin perjuicio de lo anterior, es dable se alar que el motivo de reprocheñ  

para el recurrente  en la interposici n de ambas causales es que el an lisis deó á  

la prueba rendida,  no se ajust  a sus pretensiones, lo que no constituye unó  

vicio que habilite la invalidaci n del fallo.ó

QUINTO.-  Que, en todo caso, el reclamante junto con solicitar la 

invalidaci n  de la  sentencia por  vicios  formales,  fundado en las  mismasó  

consideraciones dedujo recurso de apelaci n de forma tal que por v a de esteó í  

recurso, sin necesidad de acoger la nulidad y dictar sentencia de reemplazo, 

es dable proceder conforme a lo dispuesto en el inciso pen ltimo del art culoú í  

del  art culo  768  del  C digo  de  Procedimiento  Civil,  por  lo  que  seí ó  

desestimar  el recurso de casaci n deducido por el reclamante fundado ená ó  

las dos causales citadas, seg n se se alar  en lo conclusivo.ú ñ á

III .-  EN  CUANTO  A  LOS  RECURSOS  DE 

APELACI N.Ó

Se reproduce la sentencia en alzada.

Y, SE TIENE EN SU LUGAR Y ADEM S, PRESENTEÁ :

SEXTO.- Que el reclamante, se alza contra la sentencia    pidiendo 

que  esta  Corte  la  revoque  y  acoja  la  reclamaci n  contra  la  Resoluci nó ó  

Exenta N  223 de fecha 02 de septiembre de 2014 de la SVS dej ndola sin° á  

efecto.  En  subsidio,  se  rebaje  sustancialmente  la  multa  que  impone  la 
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sentencia hasta el monto de 15.000 UF. y en lo que interesa, funda lo pedido 

se alando como agravios:ñ

a) falta de consideraci n y contradicci n de toda la prueba rendida poró ó  

el  reclamante  en  el  expediente  de  reclamaci n,  otorgando  desmedidaó  

deferencia  a  lo  resuelto  por  la  autoridad,  lo  que  de  no  haber  ocurrido 

ameritaba acoger la reclamaci n.  En efecto,  la  sentencia s lo se limita aó ó  

reproducir lo que indica la Resoluci n impugnada y sin an lisis desecha todaó á  

la prueba rendida por el reclamante. 

b) falta de referencia y evidencias de un supuesto  esquema  acu ado“ “ ñ  

por la SVS en la fase administrativa y su ilegalidad y la participaci n directaó  

y personal del reclamante en la din mica infraccional, en circunstancias queá  

las operaciones cuestionadas cumpl an con las formalidades jur dicas para suí í  

celebraci n respondiendo a decisiones de una inversi n racional dentro deló ó  

mercado,  sin que la SVS haya probado que el  reclamante subordin  susó  

intereses  en favor del  Sr.  Julio Ponce Lerou en raz n de su relaci n deó ó  

amistad y como controlador de las Sociedades Cascada;

c) falta de tipicidad de la figura del esquema  delineado por la SVS“ ”  

para cursar y la infracci n, lo que es acogido en la sentencia y es una  figuraó  

inexistente  de manipulaci n  burs til,  lo  que importa  que la  autoridad  seó á  

apart  de  los  principios  de  tipicidad y  legalidad  ya  que no existe  en  laó  

Resoluci n sancionatoria una explicaci n del concepto y elementos que loó ó  

compondr an. No concurren los presupuestos para configurar la figura queí  

conforme la  Ley de  Mercado de Valores,   supone realizar  una serie  de 

transacciones  con  la  finalidad  espec fica  de  manipular  artificialmente  losí  

precios de mercado y adem s, requiere la concurrencia de un concierto deá  

voluntades entre los inversionistas  que celebran la transacci n respectiva sinó  

que proceda solo invocar una relaci n de amistad  o cercan a entre los“ ó ” í  

supuestos part cipes para fundar una presunci n; í ó

d) contrariamente a lo que se indica en la sentencia, el reclamante no 

pose a tal poder de mercado que le permitiera  potencialmente, concretarí  

una manipulaci n fraudulenta de valores y del mercado en cuanto al precioó  

de las acciones haci ndolo variar.é

e) no se encuentra acreditada la participaci n reiterada del reclamante,ó  

en la multiplicidad de operaciones cuestionadas que configuran el supuesto 
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esquema   y no se logr  acreditar ning n patr n de inversiones lo que“ ” ó ú ó  

estar a desvirtuado por el reclamante por la diversificaci n de las mismas y laí ó  

decisi n de inversiones de sus empresas en acciones del grupo SQM en laó  

poca  investigada  obedecieron  nica  y  exclusivamente  a  los  buenosé ú  

rendimientos  que ten an esos valores.í

f ) no se acredit  la supuesta existencia de beneficios del reclamanteó  

por su participaci n en el esquema   no s lo por su inexistencia sino poró “ ” ó  

falta de prueba. 

g) improcedencia de sancionar al reclamante por una conducta que no 

estaba tipificada  basada en infracciones reiteradas en circunstancias que la 

SVS  le  imput  una  sola  conducta  infraccional  caracterizada  comoó  

esquema .“ ”

h) la sentencia aplica una multa excesiva cuando lo hace atendiendo la 

regla del art culo 28 del D.L. N  3.538 incurriendo en una manifiesta faltaí °  

de  proporcionalidad  al  acoger  parcialmente  el  reclamo  reemplazando  la 

impuesta en la Resoluci n impugnada, lo cual se vulnera el principio de laó  

proporcionalidad de las sanciones administrativas por falta de ponderaci n aló  

pronunciarse sobre la conducta del reclamante.

i) falta evidente del debido proceso del procedimiento administrativo 

sancionador seguido ante la SVS, lo que la sentenciadora   debi  advertir enó  

la sentencia invalidando el acto administrativo, por haberse dictado en un 

procedimiento viciado, en el que no se ponder  la prueba acompa ada poró ñ  

el reclamante, resultando una decisi n inconsulta y carente de motivaci nó ó  

tanto  en  lo  jur dico  como  en  lo  econ mico.  Adem s,  por  la  falta  deí ó á  

independencia e imparcialidad del Superintendente de la SVS en el proceso 

administrativo sancionador.

j) vulneraci n del principio de congruencia por cuanto las conductasó  

investigadas y cuestionadas en la formulaci n de cargos no se vincularon conó  

las operaciones y los tipos normativos invocados en la Resoluci n N  223ó °  

impugnada.  La sentenciadora, no consider  ni valor  la contundente pruebaó ó  

aportada  por  el  reclamante  en  el  proceso  administrativo  sancionatorio 

cuestionado  habiendo  correspondido  a  la  SVS  acompa ar  prueba  parañ  

acreditar las supuestas figuras de manipulaci n burs til de los art culos 52 yó á í  
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53 de la Ley de Mercado de Valores remiti ndose a lo que constaba en elé  

expediente administrativo.       

k)  la  sentencia  contiene  decisiones  contradictorias  y  desatiende 

cualquier an lisis respecto del elemento volitivo jur dicamente relevante paraá í  

la  comisi n  de  las  infracciones  por  las  cuales  el  reclamante  fueó  

arbitrariamente sancionado ya que, por una parte, restringe la competencia 

en  relaci n  al  conocimiento  del  procedimiento  administrativo  y  de  laó  

Resoluci n sancionatoria, rechazando la reclamaci n y por otra, la ampl aó ó í  

cuando  para  llegar  al  quantum  de  la  multa  la  acoge  parcialmente 

reemplazando la impuesta por la SVS.

l) no ha existido medio probatorio que permita acreditar que existió 

dolo en las transacciones cuestionadas ni menos negligencia del reclamante 

por cuanto su actuar  se condijo con lo esperable  de un inversionista del 

Mercado  de  Valores.  La  sentencia,  presume  culpa  del  reclamante 

imponi ndole una multa a beneficio fiscal arrog ndose atribuciones propiasé á  

de la Administraci n sin hab rsele acreditado responsabilidad subjetiva en lasó é  

infracciones que le han sido atribuidas.

S PTIMO.-  É Que, de lo rese ado en el basamento anterior, es dableñ  

estimar que la pretensi n del reclamante es que esta Corte, realice un nuevoó  

examen  destinado  a  valorar  y  ponderar  toda  la  prueba  que,  en  su 

oportunidad,  la SVS reuni  y valor  en el procedimiento sancionatorio y laó ó  

que el reclamante Sr. Guzm n Lyon acompa  en esa instancia y sobre laá ñó  

que el organismo fiscalizador ya se pronunci  in extenso la que, asimismo,ó  

fue analizada y ponderada por el a quo.

Se plantea por el recurrente que en aquella instancia administrativa se 

habr a infringido el debido proceso, lo que estar a ratificado en la sentenciaí í  

impugnada, al no haberse acogido las alegaciones de hecho y derecho que 

hiciera  valer  ante  el  organismo  fiscalizador  y  en  la  instancia  judicial, 

prescindi ndose,  adem s,  de  prueba   aportada  por  el  reclamante,  siné á  

perjuicio de dar por establecida err neamente su participaci n en lo que seó ó  

estima como  un esquema  por una multiplicidad de operaciones burs tiles“ ” á  

en que intervino.

OCTAVO.-  Que, lo primero que resulta pertinente se alar es queñ  

el examen de los antecedentes agregados a la causa, permite desestimar la 
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alegaci n del reclamante sobre la imputaci n de existir una vulneraci n deló ó ó  

principio del debido proceso, sustento central de las restantes impugnaciones 

en  contra  de  la  sentencia,  por  cuanto  tal  alegaci n  no  se  encuentraó  

acreditada toda vez que en el procedimiento administrativo sancionatorio y 

en la instancia judicial,  el  reclamante ha estado en condiciones de hacer 

valer todos los derechos que le franquea la ley, sin restricciones de ninguna 

especie, lo que constituye un ment s a una afirmaci n que no cabe acoger.í ó  

 La garant a al debido proceso, como lo ha sostenido esta Corte, esí  

aquella en que el Estado debe respetar  los derechos que a la persona le 

reconoce la legislaci n y los Tratados Internacionales de Derechos Humanos,ó  

cuando sta debe intervenir en cualquier proceso. é

Lo  anterior,  implica  el  respeto  de  ciertas  garant as  m nimas,  queí í  

tiendan a asegurar un resultado justo y equitativo dentro del proceso para 

permitirle  a toda persona tener oportunidad de ser o do,  hacer  valer  susí  

pretensiones leg timas frente alí  juez  y rendir prueba, si ello es necesario, 

todo lo cual se puede advertir  que se cumpli  en esta causa, estim ndoseó á  

que no se vulnera la citada garant a, por la sola circunstancia de no acogerí  

la  sentenciadora  los  planteamientos   del  reclamante  sobre  la  cuesti nó  

debatida.

NOVENO.-  Que,  en  la  extensa  sentencia  impugnada,  la 

sentenciadora luego de referirse a lo planteado por las partes en los escritos 

de  fondos,  rese a  la  prueba  acompa ada  por  ellas  en  la  instanciañ ñ  

efectuando, a continuaci n, un an lisis de juridicidad del acto impugnadoó á  

examinando  detenidamente  si  la  Resoluci n  impugnada,  que  goza  de  laó  

presunci n  de  legalidad,  imperio  y  exigibilidad  de  conformidad  con  eló  

art culo 3  de la Ley 19.880 de Base de los Procedimientos Administrativos,í °  

fue dictada por la SVS dentro de su competencia y en el ejercicio de sus 

atribuciones  y  facultades,  lo  que  desarrolla  latamente  a  partir  del 

considerando  d cimo  cuarto  al  trig simo  segundo,  desestimando  laé é  

pretendida infracci n al debido proceso fundada en haber sido dictado eló  

acto  sancionatorio  por  el  Superintendente   se or  Carlos  Pavez  Toloza,ñ  

quien  en un per odo anterior, antes de asumir este cargo, hab a prestadoí í  

servicios para la SVS y hab a tenido intervenci n en la investigaci n de losí ó ó  
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hechos que lo motivaron, sin que se acompa ara por la reclamante pruebañ  

id nea para acreditar una supuesta falta de imparcialidad. ó

D CIMO.-  É Que, asimismo, el reproche del reclamante en orden a 

que en la sentencia se incurre en vulneraci n  el principio de congruencia,ó  

tal  apreciaci n  queda  desvirtuada  por  lo  expresado  en  los  considerandosó  

cuadrag simo segundo y cuadrag simo tercero en los que la sentenciadora daé é  

raz n suficiente para desestimar tal alegaci n, lo que resulta de cotejar losó ó  

cargos formulados por la SVS, esto es, hechos constitutivos de infracciones al 

art culo 52 y al inciso segundo del art culo 53 de la Ley de Mercado deí í  

Valores y  lo resuelto, lo que constata al examinar el proceso sancionatorio.

D CIMO  PRIMERO.-  É Que, respecto de la falta responsabilidad 

alegada por el reclamante, en cuanto no reconoce su participaci n directa yó  

personal en las operaciones cuestionadas llevadas a cabo bajo lo que la SVS 

denomina   esquema  , lo que no fue planteado por l en el curso del“ ” é  

procedimiento sancionatorio ya que s lo se excepcion  se alando que ellasó ó ñ  

no eran ilegales, la sentenciadora en los considerandos cuadrag simo sexto,é  

cuadrag simo s ptimo, cuadrag simo octavo y quincuag simo concluye queé é é é  

en  la  forma  en  que  ellas  se  llevaron  a  cabo  constituyeron  infracci n  aló  

art culo 53 de la Ley de Mercado de Valores con intervenci n personal delí ó  

reclamante, en su calidad de propietario controlador y administrador de las 

sociedades  Silvestre  Corporation  Chile  Limitada,  Sociedad  de  Inversiones 

Jaipur  S.A  y  del  Parque  S.A.    que  intervinieron  en  un  complejo 

transaccional sistematizado con participaci n de las denominadas Sociedadesó  

Cascadas  controladas  por  el  se or  Julio  Ponce  Lerou  y  en  este  sentido,ñ  

compartiendo  lo  que  la  sentenciadora  razona  sobre  el  particular,  las 

actuaciones del reclamante a trav s de sus empresas, fueron funcionales alé  

inter s del se or  Ponce Lerou, lo que as  se acredit  en el procedimientoé ñ í ó  

sancionatorio sin que sea motivo suficiente plantear la revocaci n del falloó  

fundar esta pretensi n sosteniendo que el esquema  que forma parte deló “ ”  

cargo  no  es  una  figura  tipificada  en  nuestro  Derecho  desde  que  a  tal 

expresi n cabe darle su sentido natural y obvio y es que con ella la SVSó  

grafica las operaciones cuestionadas con participaci n del reclamante tomadaó  

en el  sentido que se trat  de operaciones seguidas,  todas ellas  compra yó  
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ventas, entre las mismas partes, sancionadas por corresponder a un patr n deó  

conductas. 

D CIMO SEGUNDOÉ .- Que, a mayor abundamiento, el t rminoé  

esquema  que  se  cuestiona  por  el  recurrente,  debe  entenderse  como“ ”  

descriptivo  y que se ha utilizado por la SVS para  referirse a la forma 

empleada entre los a os 2008 a 2011 de manera reiterada por personas,ñ  

entre  las  que  se  encontraba  el  reclamante  a  trav s  de  la  sociedadesé  

vinculantes citadas, para llevar a cabo la materializaci n y financiamiento deó  

operaciones que iban en desmedro del inter s de la sociedades Cascada yé  

directo beneficio de las suyas, lo que logra determinar  la SVS luego analizar 

la multiplicidad de antecedentes agregados en el procedimiento sancionador 

determinando que exist a coordinaci n por quienes participaban  en ellasí ó  

utilizando para estos efectos en forma indebida los mecanismos burs tiles. á

DECIMO  TERCERO.- Que, en cuanto al quantum de la multa 

impuesta en la sentencia impugnada, que igualmente es objeto de reproche 

por el reclamante,  se acompa  por esta parte  la sentencia del Tribunalñó  

Constitucional dictada en el Recurso de Inaplicabilidad  ROL 2922-2015 

que  se pronunci  sobre la constitucionalidad del art culo 29 del D.L. 3.538ó í  

se alando:ñ  As  las cosas, la aplicaci n del inciso primero del art culo 29 el“ í ó í  

Decreto Ley N  3.538 de 1980 al caso concreto, produce efectos contrarios a°  

la  Constituci n  Pol tica  de  la  Rep blica,  espec ficamente  al  principio  deó í ú í  

proporcionalidad desde que su materializaci n f ctica no se sustenta sobre laó á  

base de criterio de razonabilidad ( objetivos y ponderados)  que permitan  

determinar  porqu  se  ha  impuesto  una  determinada  sanci n,  e  incluso,é ó  

porqu  porcentaje espec fico y no otro     é í ”

Estos  sentenciadores,  comparten lo expresado por la   sentenciadora 

cuando  advirtiendo lo que se ala el Tribunal Constitucional  y  existiendoñ  

un  procedimiento  sancionatorio  de  la  SVS,  no  cabe  prescindir  de  lo 

dispuesto en los art culos 27 y 28 del DL.3.538  que se alan que para laí ñ  

imposici n  de  una multa  deber  tenerse  en  consideraci n  la  gravedad  yó á ó  

consecuencias del hecho, la comisi n de otras infracciones y la capacidadó  

econ mica  del  infractor,  lo  que  estos  sentenciadores  comparten  cuandoó  

finalmente fija el quantum atendiendo a la  gravedad de la infracci n frenteó  
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al correcto funcionamiento del mercado de valores y la reiteraci n del hechoó  

infraccional.         

D CIMO CUARTOÉ .- Que, lo que se ha venido se alando en losñ  

basamentos anteriores, en relaci n a los agravios que motivaron el recurso deó  

apelaci n deducido por el reclamante,  conduce a desvirtuar lo sustentadoó  

por  el  reclamante  en  su  extensa  apelaci n,  en  cuanto  a  la  falta  deó  

consideraciones de hecho y derecho de la sentencia y sobre este punto, no 

est  dem s se alar que la sentencia cumple con el est ndar que exige ley,á á ñ á  

constituyendo  un  ment s  a  esa  pretensi n  la  circunstancia  de  haberseí ó  

extendido el fallo a otros  aspectos,  como ocurre con la prescripci n y eló  

decaimiento,  que  no  fueron  motivo  de  reproches,  lo  que  es  una  raz nó  

valedera para desestimar la alegaci n planteada y por el contrario,  afirmaró  

que  lo  que  trasunta  el  recurso  de  apelaci n  es  la  disconformidad  deló  

reclamante sobre la forma en que la sentenciadora analiza y pondera los 

antecedentes  de  la  controversia  sin  acoger  sus  aspiraciones  luego  de 

constatar  los  hechos  allegados  en  el  proceso  sancionatorio  y  ponderarlos 

debidamente.

D CIMO QUINTO.-  É Que, el CDE  actuando por la SVS funda 

su  apelaci n  contra  la  sentencia  sosteniendo  que  la  sentenciadora  yerraó  

cuando  en  la  determinaci n  del  quantum  considera  lo  que  resuelve  eló  

Tribunal Constitucional en el Recurso de Inaplicabilidad ROL 2922-2015, lo 

que el  apelante estima  como irrelevante por no haberse  invocado en la 

oportunidad   procesal  correspondiente   alg n  vicio  en  el  precepto  legalú  

-inciso 1  del art culo 29 del D.L. N  3.538- declarado inaplicable. ° í °

En efecto, plantea que el   Sr.  Guzm n Lyon,  no cuestion  comoá ó  

ilegal o arbitraria la aplicaci n de esta norma sino que solicit  una rebajaó ó  

sustancial de la misma. 

            Por ello, el CDE sostiene que la incorporaci n de lo resuelto por eló  

Tribunal Constitucional, constituye una alegaci n nueva ante el a quo poró  

no  estar  cuestionada  en  la  controversia  la  aplicaci n  de  la  norma,  sinó  

perjuicio que en la referida sentencia no se indica de qu  modo la aplicaci né ó  

de esa norma resulta contraria a la Constituci n.ó

            En este aspecto, estos sentenciadores  hacen suyo lo razonado por 

la  sentenciadora  en  los  considerandos  septuag simo  quinto  al  octog simoé é  
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cuarto para la determinaci n del quantum de la multa impuesta por lo queó  

se desestimar  lo planteado por el apelante.á

Por las consideraciones antes se aladas y visto, adem s lo dispuesto enñ á  

los art culos  144, 160, 186, 189, 765, 766, 768, 769, 770 y siguientes delí  

C digo de Procedimiento Civil,ó  se resuelve :

I. -  Que SE  RECHAZAN  los  recursos  de casaci n  en la  formaó  

deducidos en contra de la sentencia por el CDE, actuando por la SVS- hoy 

Comisi n de Mercado Financiero- y el reclamante.ó

II. -  Que SE CONFIRMA la sentencia en alzada de fecha once de 

diciembre de dos mil diecisiete escrita a fojas 870 y siguientes.

Reg strese y devu lvase.í é

Redacci n del abogado Integrante se or Jaime Guerrero Pavez, quienó ñ  

no firma por ausencia.

ROL Civi l   N  957-2018.°

Pronunciada por la QUINTA   Sala  de esta Corte de Apelaciones de 

Santiago,  presidida  por  el  Ministro  se or  Javier  An bal  Moya  Cuadra  eñ í  

integrada  por  el  Ministro  se or  Alejandro  Rivera  Mu oz  y  el  Abogadoñ ñ  

Integrante se or Jaime Guerrero Pavez.ñ
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Pronunciado por la Quinta (Virtual) Sala de la C.A. de Santiago integrada por los Ministros (as) Javier Anibal Moya C.,

Alejandro Rivera M. Santiago, trece de mayo de dos mil veinte.

En Santiago, a trece de mayo de dos mil veinte, notifiqué en Secretaría por el Estado Diario la resolución precedente.
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